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Canaria y el derecho a la protección de la salud
 
Desde hace más de 20 años, los profe­
sionales de salud mental de la isla de Gran 
Canaria han apostado y trabajado por una 
atención en la especialidad de mayor cali­
dad, que pasaba por el aumento de recur­
sos, la creación de nuevos dispositivos y la 
supresión de ciertas formas de atención al 
paciente psiquiátrico bastante arcaicas que 
conculcaban sus derechos fundamentales 
(el derecho a la dignidad, el derecho a la sa­
lud, el derecho a la libertad, y el derecho a 
la igualdad entre otros). 
Hasta la Constitución de 1978, muchos 
derechos fundamentales no estaban recogi­
dos en la legislación española y por tanto 
no podían ser ejercitados por los ciudada­
nos españoles, ni estaban amparados por 
los órganos jurisdiccionales. A partir de és­
ta, la cosas cambian para todos, no siendo 
así para los enfermos mentales que, aparte 
de ver vulnerados los derechos anterior­
mente citados, también tenían dificultades 
para su reinserción social (piénsese en los 
presos, etc.). 
Hasta el 27 de diciemhre de 1994, cuan­
do se firma el «Convenio entre la Conseje­
ría de Sanidad del Gobierno de Canarias y 
el Excmo. Cabildo Insular de Gran Canaria 
para la Coordinación de Actuaciones en las 
Áreas de Salud Mental y Atención Psiquiá­
trica en la isla de Gran Canaria» (1), los ti­
tulares de las competencias en salud men­
tal, ahora partes en el Convenio, organiza­
ban sus recursos de forma independiente, 
por lo que existían problemas de duplica­
ción de recursos, concentración de la ma­
yoría de ellos en los hospitales (Psiquiátri­
ca e Insular) y, por tanto, Áreas mal atendi­
das y otras totalmente desasistidas, como 
así constató el Informe del Responsable del 
Área de Salud Mental de la Oficina Regio­
nal Europea O.M.S., D. Sampaio Faria, a 
petición de la Asociación Canaria de Neu­
ropsiquiatría (2). El Convenio estaba pen­
diente de firmar desde hacía años, incluso 
hubo diferentes textos redactados por los 
responsables (antes de las transferencias a 
la C.A. Canaria en materia sanitaria). 
El Convenio de Salud Mental, aparte de 
cumplir las viejas aspiraciones de los traba­
jadores de la Isla en esta especialidad sani­
taria, cumple con los mandatos Constitu­
cionales y las leyes que los desarrollan y 
son: 
1.0 El artículo 103 de la Constitución 
Española, que dice en su apartado 1.°: «La 
Administración Pública sirve con objetivi­
dad a los intereses generales y actúa de 
acuerdo a los principios de eficacia, jerar­
quía, descentralización, desconcentración y 
coordinación». En desarrollo y cumpli­
miento de estos principios nos encontramos 
con las siguientes disposiciones: 
a) La Ley 30/1992 de 26 de diciembre 
dedica el Título I con el rótulo «De las Ad­
ministraciones Públicas y sus Relaciones», 
en el que se regulan los convenios interad­
ministrativos, es decir, los celebrados entre 
administraciones públicas, y expresamente 
habla de los celebrados entre Comunidades 
Autónomas (CC.AA.) y Administración 
Local. 
b) La Ley 7/1985, de 2 de abril, Regu­
ladora de las Bases del Régimen Local. 
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c) El Estatuto de Autonomía de Cana­
rias y la Ley 1411990 de 26 de julio de Régi­
men Jurídico de las Administraciones Públi­
cas Canarias; en concreto, esta última, en su 
artículo 15.1, dice que el Gobierno de Cana­
rias con los Cabildos Insulares podrá cele­
brar convenios para la consecución de fines 
comunes de interés público, y desde luego la 
protección del derecho a la salud lo es. 
2.° Otra norma constitucional de espe­
cial relevancia en el ámbito sanitario, es el 
artículo 43 de la Constitución, que estable­
ce el derecho de los españoles a la protec­
ción de la salud. En cumplimiento y desa­
rrollo de éste, tenemos la Ley General de 
Sanidad de 1986, que en su Capítulo III del 
Título 1, con el rótulo «De la Salud Men­
tal», establece la plena integración de las 
actuaciones relativas a la salud mental en el 
sistema sanitario general y la total equipa­
ración del enfermo mental a las demás per­
sonas que requieran servicios sanitarios y 
sociales. En este sentido, las Administra­
ciones Sanitarias competentes adecuarán 
sus actuaciones a los siguientes principios: 
a) Atención a los problemas de salud 
mental en el ámbito comunitario, poten­
ciando los recursos ambulatorios y los sis­
temas de hospitalización parcial. 
b) Hospitalización, cuando se requie­
ra, en las unidades de psiquiatría de los 
hospitales generales. 
c) Junto a esto, a raíz de las transferen­
cias en materia sanitaria de la Administra­
ción Estatal a la C.A. Canaria, se promulga 
la Ley 11/1994, de 26 de julio, de Ordena­
ción Sanitaria de Canarias, que dispone que 
el Sistema Canario de Salud descansa en la 
protección integral y universal de la salud 
(art. 2.2), estableciendo como uno de los 
principios del sistema la coordinación y, en 
su caso, la integración y adscripción fun­
cionales de todos los medios y recursos del 
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Sistema Canario de Salud, sin perjuicio de 
su organización desconcentrada y descen­
tralizada (art. 4.b). En lo referente a progra­
mas y actuaciones especiales y preferentes 
sitúa, entre otros, los relativos a la salud 
mental. 
Como podemos comprobar, las viejas 
aspiraciones de los profesionales de salud 
mental tienen su fundamento en razones de 
justicia y de cumplimiento de la leyes. Lo 
que se ha hecho ya en el resto de las Ce. 
AA. en décadas anteriores, se realiza en la 
isla de Gran Canaria a las puertas del XXI, 
reformas que ya habían sido comenzadas 
en el continente europeo después de la 11 
Guerra Mundial. 
El convenio de Salud Mental 
En primer lugar hablaremos de la fuerza 
vinculante de los «convenios interadminis­
trativos» aclarando que son contratos entre 
administraciones públicas y que, como 
ocurre en cualquier otro contrato, los dere­
chos y obligaciones que contiene son de 
obligado cumplimiento por las partes con­
tratantes (3, 4). Algunos autores lo equipa­
ran en lo que respecta a su rango normativo 
a los reglamentos (5). 
En cumplimiento de las normas señala­
das anteriormente, se firma el ya citado 
Convenio. El contenido del mismo se desa­
rrolla en 20 cláusulas (Cl.). y su OBJETO 
es establecer un marco de colaboración en­
tre las Administraciones firmantes para la 
Coordinación de las Actuaciones en las 
Área de Salud Mental y Atención Psiquiá­
trica en la isla de Gran Canaria, constitu­
yéndose con los recursos de las partes fir­
mantes una estructura unitaria e integrada 
funcionalmente, a la vez que la coordina­
ción con los servicios sociales. 
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Trataremos de hacer un extracto de las 
cuestiones mas importantes, así como el ni­
vel de cumplimiento del mismo y los pro­
blemas generados en la practica. 
1.0 Dispositivos mínimos: 
A.-Ocho unidades de Salud Mental en 
el ámbito comunitario (U. S.M.) Están crea­
das en su totalidad, y cubren la asistencia 
ambulatoria y domiciliaria de toda la Isla. 
Antes de su existencia los pacientes eran 
atendidos en gran proporción en los ambu­
latorios de Especialidades, con un tiempo 
de 2 a 3 minutos por paciente y sin atención 
de enfermería ni psicología. Piénsese, en 
este sentido, en la falta de recursos para la 
población infantojuvenil, en la problemáti­
ca social. La excepción viene dada por la 
asistencia prestada en las consultas del 
Hospital Insular, la Unidad Salud Mental 
de Vecindario (no implementada en su tota­
lidad), la consulta de Arucas, y las realiza­
das por personal del Hospital Psiquiátrico 
que se trasladaba a la comunidad. 
B.-Un Hospital de Día. Pendiente de 
creación; existió uno gracias al voluntaris­
mo del personal en el Hospital Insular des­
de el año 1981 a 1988, pero por dificultades 
de recursos materiales, de espacio y falta de 
apoyo institucional, se tuvo que cerrar. Lo 
mismo ocurrió con el programa de asisten­
cia a niños psicóticos y otros trastornos 
mentales severos, que en un principio pre­
tendía ser un Hospital de Día Infantil. Los 
niños con trastornos mentales graves son 
los grandes olvidados en este Convenio. 
C.-Dos unidades de internamiento para 
pacientes con patología aguda, ubicadas 
en los hospitales generales. una que atien­
da a los usuarios del área norte y otra a los 
de la sur. Esta última, ubicada en el Hospi­
tal insular, estaba ya creada en el momento 
de la firma del Convenio. Por su parte, la 
del norte se trasladó del Hospital Psiquiá­
trico al Hospital del Sabinal en el mes de 
septiembre de 1995. Antes los pacientes es­
taban hacinados en unas condiciones in­
frahumanas, a todas luces insostenibles 
tanto para ellos, como para los profesiona­
les, que se veían afectados por las carencias 
de recursos, especialmente en materia de 
espacio y locales con la seguridad que se 
precisa para el cuidado de los pacientes. 
D.-Dos unidades de rehabilitación, 
Área norte y Área sur. No creadas en la ac­
tualidad, estando gestionada la adquisición 
de los locales (antigua Clínica de Doramas) 
y realizado el plan funcional. En estos mo­
mentos los pacientes son atendidos en el 
Hospital Psiquiátrico de Las Palmas, donde 
se realizan programas de rehabilitación 
desde el cambio de dirección del Centro, en 
1986. Pero existe una población bastante 
alta de deficientes mentales y pacientes 
geriátricos, por la falta de recursos y margi­
nación social que también han sufrido estos 
colectivos, producto de la conceptualiza­
ción social y por ende de los responsables 
de las Administraciones públicas compe­
tentes en la materia, de la utilidad de los 
manicomios para tapar la «vergüenza so­
cial». Recordemos que ya el Informe Abril 
apuntó en su momento la escasez de recur­
sos sanitarios para los ancianos y la carga 
impropia sobre el sistema sanitario de los 
déficits existentes en los servicios sociales, 
así como la lentitud en el proceso de inte­
gración de la asistencia psiquiátrica (6). 
2.0 Los pisos y talleres protegidos, cen­
tros de día y otras estructuras hospitalarias 
y extrahospitalarias que se precisen, al 
igual que los dispositivos mínimos (punto 
1.°), se incluyen dentro de atención especia­
lizada. Pero no se recoge el número de dis­
positivos, ni recursos humanos necesarios, 
ubicación, etc., que sí se detallan para los 
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apartados A, B, C, y D. Estos recursos son 
esenciales por los fines terapéuticos que en­
trañan en sí mismos, pero además por el 
apoyo socio-familiar que suponen en rela­
ción a la integración social de los pacientes 
con problemas de salud mental. Antes de la 
firma del Convenio y gracias al voluntaris­
mo y la labor interdisciplinar del personal 
del Hospital Psiquiátrico, existían pisos 
asistidos. En la actualidad, los pacientes de 
los mismos son atendidos por las U.S.M. 
3.° Se establecen algunas precisiones 
en lo referente a la interrelación de los dis­
positivos: remisión de los pacientes para el 
ingreso en las Unidades de Internamiento 
Breve (U.LB.) de los Hospitales generales 
(H. Insular y H. Sabinal), así como la conti­
nuidad de cuidados al alta hospitalaria en 
las U.S.M.. También en lo referente a la 
realización de las guardias médicas en di­
chos hospitales, realizadas por los facultati­
vos de las U.LB. y U.S.M., de cada Área de 
salud, atendiendo todas las urgencias de la 
misma, independientemente de las relacio­
nes contractuales con las partes firmantes 
del Convenio. Por otro lado, se establece la 
igualdad de condiciones en relación a los 
medios necesarios para la prestación de los 
servicios en los distintos dispositivos de la 
Red de Salud Mental (R.S.M.), disponibili­
dad de recetarios, remisión a especialistas, 
etcétera. 
4.° En relación a la titularidad de bie­
nes y derechos, cada parte contratante se 
mantendrá en la titularidad de los que estén 
afectados por el Convenio, así como los 
que se aporten en un futuro para el cumpli­
miento de los fines del mismo. 
Los gastos que produzcan las instalacio­
nes, así como los de personal, también se­
rán asumidos en función de la titularidad de 
derechos y obligaciones de los mismos. 
5.° El personal continuará dependien-
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do orgánicamente de la Administración de 
la que dependían en el momento de la fir­
ma, y funcionalmente de la Dirección del 
Centro en que presten los servicios y de las 
directrices que emanen del Comité de Se­
guimiento del Convenio (del que hablare­
mos más adelante). 
Asimismo se introduce la homologación 
salarial del personal del Cabildo al de la 
Comunidad Autónoma Canaria transferido 
por el INSALUD, pero se omite la equipa­
ración de estos últimos al personal funcio­
nario de dicha C.A., quienes tienen retribu­
ciones bastantes superiores a los anteriores. 
Este tema tiene especial relevancia por­
que, además, dentro del mismo personal 
transferido del INSALUD, existen diferen­
cias salariales dependiendo que el contrato 
de trabajo fuera realizado por la Gerencia 
de Atención Primaria o Especializada, sien­
do este último superior, en los facultativos 
y resto del grupo A, que cobran el comple­
mento de exclusividad, y en el resto de los 
grupos B y C es diversa. También existen 
problemas de desigualdad respecto al pago 
de los gastos ocasionados por la realización 
de visitas domiciliarias, con lo que la igual­
dad se establece sólo a los efectos de las 
prestaciones de servicios de los trabajado­
res afectados por el Convenio, no refleján­
dose de igual forma en las que éstos obtie­
nen a cambio. Desigualdad, por cierto cada 
vez más frecuente en las Administraciones 
públicas, generadoras de una gran conflic­
tividad laboral. 
El personal que está afectado y por tanto 
dentro del Ámbito del Convenio es el si­
guiente: 
A.-Personal funcionario de la C.A. Ca­
naria. 
B.-Personal estatutario (lNSALUD) 
transferido a la C.A. Canaria y en la actua­
lidad dependiente del Servicio Canario de 
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Salud (S.C.S.). Contratado por Atención 
Especializada y Atención Primaria. 
C.-Personal laboral con relación con­
tractual con el Excmo. Cabildo Insular y 
gestionado por el S.C.S. 
D.-Personal laboral dependiente del 
Excmo. Cabildo Insular. 
Este maremágnum de relaciones con­
tractuales, dependientes de diferentes Áreas 
y gerencias por lo que respecta al Servicio 
Canario de Salud, por otro lado con diferen­
tes Administraciones Públicas, unido a la 
doble dependencia orgánica y funcional de 
ambas Administraciones, así como de las 
directrices del Comité de Seguimiento del 
Convenio y el cumplimiento variopinto de 
los que ostentan las responsabilidades en 
los ámbitos correspondientes de las Admi­
nistraciones contratantes, está originando 
una serie de conflictos en el personal y pro­
blemas en la gestión de los recursos, cuyas 
consecuencias principales son la confusión 
y malestar en los profesionales. 
Esta última cuestión merece un trata­
miento aparte, ya que los cambios produci­
dos en el ámbito de la salud mental en la is­
la de Gran Canaria no hubiesen sido posi­
bles sin el gran esfuerzo, colaboración y 
voluntarismo del personal que presta sus 
servicios en esta materia: trabajando prime­
ro, como se ha dicho anteriormente, para 
producir la reforma, denunciando las difi­
cultades existentes, planteando siempre las 
alternativas posibles para solucionar los 
problemas; y, en segundo lugar, cuando co­
mienza el proceso que la hace realidad, con 
cambios en las condiciones de trabajo, 
cambios de centro, asunción de responsabi­
lidades y obligaciones de gestión no remu­
neradas, dedicación de horas de trabajo que 
sobrepasan las exigidas por la relación con­
tractual no compensadas, etc. 
La «Reforma de Salud Mental en la isla 
de Gran Canaria» ha supuesto elevar la ca­
lidad de las prestaciones de salud mental en 
el sistema sanitario publico en la Isla, de tal 
forma, que salvo excepciones, no tiene pa­
rangón con los servicios que se presta en el 
ámbito privado, por lo que si no se produ­
cen actuaciones dirigidas a resolver estos 
problemas se corre el riesgo de malograr 
los fines del Convenio y la involución de lo 
ya conseguido. 
6.° El funcionamiento de los dispositi­
vos se establecerá por la Consejería de Sa­
nidad, a propuesta de la Comisión Asesora 
Regional para la Salud Mental (BOCAC 
N.O 72 de 4 de junio de 1993), hasta que se 
cree el Plan Regional de Atención a la Sa­
lud Mental y una Estructura Organizativa 
específica (Cl. 4.a). Ambos siguen pendien­
tes de creación en la actualidad, existiendo 
grandes lagunas en el organigrama donde 
se encuadra la R.S.M. 
7.° Se constituye un comité de segui­
miento del Convenio, que en líneas genera­
les podemos decir se adapta a lo dispuesto 
en la Ley 30/1992 de 26 de noviembre (Tí­
tulo 1), el cual tiene una composición pari­
taria, tres miembros por cada Administra­
ción, de los cuales uno de la Consejería de 
Sanidad será, además, responsable de la co­
ordinación de la Salud Mental en la C.A. 
Canaria. Asimismo, se establecen algunas 
reglas de funcionamiento interno, mínimos 
en la temporalización de las reuniones y la 
unanimidad para la adopción de los acuer­
dos del Comité de Seguimiento del Conve­
nio, definiéndose las siguientes funciones: 
A) Nombrar y revocar a los Coordina­
dores Técnicos, uno por cada área de salud, 
quienes velarán por el cumplimiento y se­
guimiento de los acuerdos del Comité y 
obligaciones derivadas del Convenio. En la 
práctica, los coordinadores han asumido en 
su área todos los asuntos concernientes a 
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recursos humanos, materiales y cualesquie­
ra otras funciones que por su relación con­
tractual anterior al convenio ya venían de­
sempeñando, viéndose ahora desbordados. 
B) Proponer un programa de actuación 
y directrices a corto, medio y largo plazo en 
la Red de Salud Mental. 
C) Proponer los recursos necesarios 
que han de integrarse en la Red, así como 
su ubicación dentro del programa. 
D) Proponer iniciativas que conduzcan 
a una mayor eficacia, eficiencia y calidad 
en la Atención de la Salud Mental. 
E) Hacer el seguimiento y control de 
los acuerdos establecidos y evaluar el fun­
cionamiento de las unidades funcionales 
resultantes de la actuación en común. 
F) Proponer la creación de una Comi­
sión de Docencia e investigación (pendien­
te de creación). 
G) Proponer el traslado a las Adminis­
traciones competentes de las directrices y 
acuerdos, con el fin de que éstos se intro­
duzcan en los planes de aquellas con la do­
tación presupuestaria correspondiente. 
H) Interpretación de las dudas y lagu­
nas que se planteen en el cumplimiento del 
Convenio. 
1) y cuantas actuaciones se precisen 
dirigidas al cumplimiento de los objetivos 
del Convenio, así como a la mayor eficacia 
y eficiencia en el funcionamiento de los 
servicios de la Red de Salud Mental. 
La vigencia del Convenio es de un año, 
las prórrogas son por iguales períodos de 
tiempo, y la denuncia ha de realizarse con 
un plazo de preaviso de seis meses. 
Conclusiones 
Los Convenios Interadministrativos han 
proliferado desde la Constitución Española 
DEBATES E INFORMES 
de 1978, recogidos en diferentes leyes, y 
han sido instrumentos que han vehiculiza­
do, desde el punto de vista jurídico, la coo­
peración entre las Administraciones Públi­
cas (estatal, CC.AA. y local) para la inte­
gración de los recursos, organización, y por 
tanto mayor eficacia y eficiencia en la ges­
tión y prestaciones en Salud Mental. 
Estos convenios pueden contener lo que 
las partes estimen por conveniente, y en 
concreto el de Salud Mental en la isla de 
Gran Canaria, supone un gran avance en la 
reforma psiquiátrica, crea nuevos dispositi­
vos y eleva de forma importante la calidad 
de las prestaciones en Salud Mental, y de 
forma general sigue los principios estable­
cidos en la Ley General de Sanidad. 
La evaluación de la ejecución del Con­
venio por lo que respecta a la estructura mí­
nima de la R.S.M. es en general positiva. 
Sin embargo, está pendiente de creación los 
dispositivos siguientes: pisos y talleres pro­
tegidos, centros de día, hospitales de día, de 
media y larga estancia. Asimismo, la coor­
dinación con los servicios sociales es poco 
fructífera, lo que unido a 10 anterior, trae 
como consecuencia serias dificultades de 
integración social de los pacientes con pa­
tología grave. 
El cumplimiento y seguimiento de los 
acuerdos del Comité de Seguimiento es va­
riopinta, al igual que los apoyos a los Coor­
dinadores Técnicos que tienen la función 
de velar por los mismos, a pesar de ser éste, 
como dice la propia Ley 30/92 en su artícu­
lo 6.3, «un órgano mixto de vigilancia y 
control» que resolverá los problemas de in­
terpretación y cumplimiento del Convenio. 
No obstante, la misma Ley en su artículo 8 
contempla fa posibilidad de plantear las 
cuestiones litigiosas de interpretación e in­
cumplimiento ante la Jurisdicción Conten­
cioso-Administrativa. 
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En relación al personal, el problema de 
las diferencias salariales aún cumpliendo 
las mismas obligaciones (problema cada 
vez más habitual en las Administraciones 
Públicas), así como la confusión e inseguri­
dad en relación a los incumplimientos se­
ñalados anteriormente, está originando ma­
lestar en los afectados. 
Por otro lado, la falta de un organigrama 
que parta de la Consejería de Sanidad, re­
cogiendo la R.S.M en su totalidad, tenien­
do en cuenta las diferentes dependencias 
orgánicas y funcionales del personal, amén 
de las diferentes titularidades de bienes y 
derechos, hace muy compleja su gestión. 
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